
Estados fue que el Relator Especial se concentró excesi-
vamente en la cuestión del «trato de los extranjeros».
Desearía que, ahora que se está estudiando la protección
diplomática, la Comisión no tropiece de nuevo con el
problema de los derechos y de las obligaciones de los
Estados frente a los extranjeros y renuncie a examinar la
denegación de justicia, que constituye, evidentemente,
una regla primaria.

61. El Sr. ROSENSTOCK comparte por entero la opi-
nión del Sr. Tomka. La Comisión ha decidido no aventu-
rarse en el terreno de las reglas primarias y debe atenerse
a esta decisión. El problema de la denegación de justicia
no tiene que considerarse en relación con el tema que se
está estudiando.

62. Los artículos 5 a 8 le parecen globalmente satisfac-
torios y se limitará pues a hacer unas breves observacio-
nes al respecto. La expresión «naturalización de buena
fe» empleada en el artículo 5 es en efecto discutible y
quizás pudiera suprimirse pura y simplemente la última
parte de la frase, después de las palabras «la persona a
quien se pretenda proteger»; cabe preguntarse, en efecto,
si la enumeración que sigue a esta frase no complica las
cosas más que aclararlas. La observación del Sr. Brown-
lie sobre la necesidad de tener en cuenta las realidades
del mundo actual atribuyendo más importancia al lugar
de residencia le parece pertinente, pero las preocupacio-
nes expuestas por el Sr. Kateka también merecen ser
tenidas en cuenta. No hay que agravar aún más la carga
que pesa sobre los países de acogida, a los que podría
desalentarse de conceder asilo a los refugiados.

63. El artículo 6 refleja adecuadamente las preocupa-
ciones del mundo moderno, que atribuye cada vez más
importancia a la persona, como demuestran, por ejemplo,
los esfuerzos actuales para eliminar las consecuencias de
la apatridia. El enfoque adoptado por el Relator Especial
en este artículo coincide también con la jurisprudencia
internacional reciente.

64. El artículo 7 no le plantea ningún problema y po-
dría remitirse directamente al Comité de Redacción. No
obstante, el Sr. Rosenstock comparte la opinión de los
miembros que han propuesto que se invierta el orden de
los artículos 6 y 7. Los párrafos 175 y siguientes del
informe contienen argumentos muy convincentes en
favor del artículo 8, que también debería remitirse al
Comité de Redacción. 

65. El Sr. Rosenstock espera con impaciencia los próxi-
mos informes del Relator Especial, a quien invita a no
reaccionar de manera excesivamente pavloniana a las
nociones de «violación de una norma de jus cogens» o
«violación de una obligación erga omnes». Estas dos
cuestiones podrían hacer que la Comisión se saliera de su
mandato y provocar enfrentamientos inútiles.

Se levanta la sesión a las 13.00 horas.

2627.ª SESIÓN

Jueves 25 de mayo de 2000, a las 10.00 horas

Presidente: Sr. Chusei YAMADA

Miembros presentes: Sr. Al-Baharna, Sr. Baena Soares,
Sr. Candioti, Sr. Dugard, Sr. Economides, Sr. Gaja, 
Sr. Galicki, Sr. Goco, Sr. Hafner, Sr. He, Sr. Herdocia
Sacasa, Sr. Kabatsi, Sr. Kamto, Sr. Kateka, Sr. Kusuma-
Atmadja, Sr. Lukashuk, Sr. Pambou-Tchivounda, 
Sr. Sreenivasa Rao, Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosen-
stock, Sr. Sepúlveda, Sr. Simma, Sr. Tomka.

P rotección diplomática (continuación)
(A/CN.4/506 y Add.11)

[Tema 6 del programa]

PRIMER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL (conclusión)

1. El Sr. TOMKA dice que el artículo 5 es una defini-
ción del «Estado de la nacionalidad». La necesidad de esa
definición es clara, pues según el artículo 3 el Estado de
la nacionalidad tiene el derecho de ejercer la protección
diplomática en nombre de un nacional ilegalmente perju-
dicado por otro Estado. Pero la colocación del artículo en
el proyecto es poco usual, pues un término utilizado en el
artículo 3 sólo se define en el artículo 5. En realidad, el
artículo 1, titulado «Alcance», es un intento de definir la
protección diplomática y por lo tanto podría ser útil,
como se hace con frecuencia en esos casos, dedicar un
artículo exclusivamente a las definiciones de los térmi-
nos, que va inmediatamente seguido por el artículo 1.

2. Si bien la adquisición de la nacionalidad jure sangui-
nis o jure soli no plantea ningún problema particular en
el contexto de la protección diplomática, la adquisición
de la nacionalidad por naturalización podría hacerlo. El
Relator Especial señala acertadamente en el párrafo 104
de su primer informe (A/CN.4/506 y Add.1) que el dere-
cho internacional puede no reconocer las naturalizacio-
nes en todas las circunstancias. Parece deducirse de la
labor del Relator Especial que, desde un punto de vista
jurídico mayoritario, el caso de la concesión de la nacio-
nalidad por naturalización exige una vinculación más
estrecha entre un individuo y un Estado, que usualmente
se califica de «vínculo efectivo o auténtico». Ahora bien,
el Relator Especial no hace suya esa posición, principal-
mente por el argumento, expresado en el párrafo 117, de
preocuparle los millones de personas que en teoría que-
darían excluidas del beneficio de la protección diplomá-
tica si se aplicase estrictamente el requisito del vínculo
efectivo o auténtico propuesto en el fallo de la CIJ en el
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asunto Nottebohm, con lo que se menoscabaría la doctri-
na tradicional de la protección diplomática.

3. Personalmente, no está totalmente convencido de
que, en el actual mundo de globalización y migración,
existan millones de personas que hayan dejado su Estado
de nacionalidad y organizado su vida en Estados cuya
nacionalidad no adquieren nunca. Si esas personas no
adquieren nunca la nacionalidad del Estado a que se han
trasladado, un artículo 5 en el que se requiera la naturali-
zación de buena fe no les proporcionará una protección
mayor, puesto que nunca se habrán naturalizado.

4. Desafortunadamente, el Relator Especial no ha de-
sarrollado la afirmación que ha hecho en el párrafo 112
de que es difícil limitar el requisito del vínculo auténtico
a los casos de naturalización. En su opinión, ese requisi-
to cumple su función precisamente en el caso de la natu-
ralización. Es superfluo exigir el requisito del vínculo
auténtico en los casos de adquisición de la nacionalidad
jure sanguinis o jure soli, pues la vinculación necesaria
ya está contenida, como se reconoce generalmente, en los
principios del jure sanguinis y jure soli.

5. En lugar del requisito de un vínculo auténtico en los
casos de naturalización, el Relator Especial ha propuesto
el requisito de la naturalización de buena fe, que ha de
presumirse, y la carga de la prueba de existir mala fe
recae en el Estado demandado. Por su parte, el orador no
conoce ningún caso de que un tribunal haya sentenciado
que un Estado soberano ha actuado de mala fe y agrade-
cería al Relator Especial que facilitase ejemplos a ese res-
pecto de la práctica judicial internacional. El Relator
Especial ha reconocido él mismo, en el párrafo 108, la
resistencia de la CIJ a pronunciar un fallo en ese sentido.
Así pues, sería injusto hacer recaer la carga de la prueba
de la mala fe en el Estado demandado. Sería preferible
utilizar en el artículo 5 las palabras «naturalización váli-
da», como ha propuesto el Sr. Economides (2625.ª
sesión) y se ha hecho en el asunto Flegenheimer [véase
pág. 377], citado en el párrafo 111. En el comentario
podría explicarse entonces cuál es el significado de natu-
ralización válida, es decir, la naturalización otorgada de
conformidad con los requisitos del derecho internacional
con inclusión del requisito del vínculo auténtico.

6. El artículo 6 también plantea varias cuestiones inte-
resantes. Como han señalado el Sr. Galicki (2626.ª
sesión) y otros miembros, el artículo se aparta del dere-
cho internacional consuetudinario que debería formar la
base del examen de la cuestión. Esa es también la conclu-
sión a que ha llegado el Instituto de Derecho Inter-
nacional en su período de sesiones celebrado en Varsovia
en 1965, en el cual ha aprobado una resolución según la
cual el Estado demandado podía rechazar una demanda
internacional presentada por un Estado a causa del daño
que hubiese experimentado una persona que poseyese al
mismo tiempo la nacionalidad del Estado demandante y
la del demandado2. En opinión del Instituto, esas recla-
maciones eran inadmisibles ante el tribunal al que se
hubiese presentado la demanda. El Sr. Galicki ha recor-
dado oportunamente a los miembros que los Estados per-
tenecientes al Consejo de Europa han adoptado una

posición similar cuando aprobaron el Convenio europeo
sobre la nacionalidad.

7. Es paradójico que, en sus comentarios al artículo 5,
el Relator Especial rechace el requisito del vínculo efec-
tivo y auténtico y después, en el artículo 6, introduzca la
noción de eficacia en relación con la nacionalidad. Si en
algunos países, tales como Suiza y el Reino Unido, se
considera que la regla general es el no ejercicio de la pro-
tección diplomática en beneficio de las personas con
doble nacionalidad frente al Estado de su segunda nacio-
nalidad y que la concesión de la protección diplomática
es simplemente una excepción en circunstancias particu-
lares —en el caso del Reino Unido, cuando el Estado
demandado considera que el reclamante es un nacional
del Reino Unido y por consiguiente no tiene su naciona-
lidad (párr.156)—, entonces habría que reflejar esa prác-
tica en el texto del artículo 6. Ese artículo debería
formularse de nuevo en términos negativos de manera
que dijera: «El Estado de la nacionalidad no puede ejer-
cer la protección diplomática en favor de un nacional per-
judicado contra otro Estado del que la persona
perjudicada sea también nacional salvo que el Estado
demandado considere que esa persona es nacional del
primer Estado [o Estado reclamante]».

8. En el párrafo 1 del artículo 7 no hay necesidad de re-
ferirse expresamente a «los criterios enumerados en el
artículo 5» y debería suprimirse la palabra «también».

9. El artículo 8, presentado como una propuesta de lege
ferenda, debería examinarse con precaución. En el infor-
me de la Comisión a la Asamblea General sobre la labor
realizada en el período de sesiones sería prudente conse-
guir observaciones de los Estados. En cierto sentido el
artículo 8 modifica la naturaleza de la protección diplo-
mática en cuanto derecho perteneciente al Estado, que le
permite garantizar, en la persona de sus nacionales, el
respeto por las normas del derecho internacional. En el
proyecto se reconoce el derecho de un Estado a garanti-
zar el respeto por el derecho internacional en relación con
personas que no sean nacionales suyos.

10. El Sr. AL-BAHARNA dice que el artículo 5 exige
la adquisición de la nacionalidad del Estado por el lugar
de nacimiento, la nacionalidad de los padres o la natura-
lización para que el Estado de la nacionalidad pueda
prestar la protección diplomática a una persona natural.
Sin embargo, la manera en que el artículo está redactado
sugiere que su finalidad sea definir la expresión «Estado
de la nacionalidad», aunque ése no sea el caso. En su
lugar, la Comisión necesita establecer la base sobre la
cual un nacional pueda reclamar la protección diplomáti-
ca del Estado de su nacionalidad, y esa base es el naci-
miento, la nacionalidad de los padres o la naturalización.
Así pues, el principio que debe enunciarse en el artículo
5 ha de formularse de manera que diga: «A los efectos de
la protección diplomática, las personas naturales que
hayan adquirido su nacionalidad sobre la base del lugar
de nacimiento, la nacionalidad de sus padres o la natura-
lización pueden disfrutar de la protección diplomática del
Estado de su nacionalidad». Esta redacción es mucho
menos complicada. En su propuesta ha suprimido las
palabras «individuales» y «se entenderá» así como la
expresión superflua «de buena fe». La naturalización y la
legislación relativa a la nacionalidad son una fuente de la2 Véase 2617.ª sesión, párr. 32 y nota 12.



nacionalidad sin necesidad de más calificativos, lo mis-
mo que las otras dos fuentes, a saber el lugar de naci-
miento y la nacionalidad de los padres. Pero cuando la
cuestión se plantea ante un tribunal como consecuencia
de una demanda entablada por una persona naturalizada,
el tribunal puede preguntar si esa naturalización es de
buena fe o no. Ello está en conformidad con el asunto
Nottebohm.

11. Esas tres fuentes constituyen el vínculo de naciona-
lidad que existe entre el nacional perjudicado y su Estado
de la nacionalidad a los efectos de reclamar la protección
diplomática. Ese principio se apoya en varias convencio-
nes y diversos asuntos sentenciados en tribunales interna-
cionales. Según el artículo 1 del Convenio de La Haya de
1930, al que se alude en los comentarios, «incumbirá a
cada Estado determinar con arreglo a su propio ordena-
miento quiénes serán nacionales suyos». El Relator
Especial ha confirmado, en el párrafo 100, que en mate-
ria de derechos humanos se exige a los Estados que cum-
plan las normas internacionales de concesión de la
nacionalidad, y en el mismo párrafo ha aludido a deter-
minados límites al principio de que el otorgamiento de la
nacionalidad está dentro de la jurisdicción nacional. Sin
embargo, por lo que se refiere al artículo 5, no parece
existir duda alguna en que los puntos de conexión del
lugar de nacimiento, la nacionalidad de los padres y la
naturalización constituyen el vínculo auténtico o efectivo
que el derecho internacional reconoce generalmente a los
efectos de la protección diplomática.

12. Podría preguntarse si debe haber un vínculo autén-
tico o efectivo adicional en el caso de la naturalización,
como en el asunto Nottebohm. Al parecer no es posible
generalizar ese asunto, que debe limitarse en por lo
menos tres aspectos. En primer lugar, se trataba de dos
nacionalidades, una basada en la nacionalidad guatemal-
teca original de Nottebohm durante más de 34 años, por
lo que había establecido un vínculo auténtico y efectivo
con su Estado de la nacionalidad, y otra nacionalidad
mucho más débil basada en su naturalización en Liech-
tenstein. Según la CIJ, los hechos habían indicado clara-
mente la ausencia de cualquier vinculación entre
Nottebohm y Liechtenstein y la existencia de una estre-
cha y larga conexión entre él y Guatemala, vínculo que su
naturalización no había debilitado en nada. De ello se
deduce la necesidad de limitar el requisito del principio
de un vínculo auténtico a las circunstancias especiales del
asunto Nottebohm y no considerarlo como un principio
general de derecho internacional que pueda aplicarse a
todos los casos de protección diplomática sin distinción.
Por lo tanto, el orador está de acuerdo con el Relator
Especial, en el párrafo 111, en que el principio de un víncu-
lo efectivo o auténtico no debe considerarse como una
norma de derecho internacional consuetudinario aplica-
ble a los casos en que no exista una doble o múltiple
nacionalidad. En segundo lugar, el principio de un víncu-
lo efectivo y auténtico parece estar limitado en su aplica-
ción a los casos de nacionalidad doble o múltiple. La
tercera cuestión que el asunto Nottebohm podría plantear
es que, con la excepción del lugar de nacimiento y la
nacionalidad de los padres, la naturalización es el único
factor que induce a confusión en las peticiones de protec-
ción diplomática, porque las leyes de los Estados en
materia de nacionalidad varían considerablemente en

cuanto a las condiciones exigidas para conceder la nacio-
nalidad por naturalización. Además, los Estados podrían
conceder la naturalización a una persona mediante un
abuso de derecho o de mala fe, como el asunto Not-
tebohm había demostrado. La Corte había estimado que
Liechtenstein había eximido del cumplimiento de algu-
nas de sus leyes relativas al plazo de residencia con el fin
de atender a la urgencia de la solicitud de naturalización.
Así pues, en el párrafo 104 del informe se dice acertada-
mente que el derecho internacional no reconoce la natu-
ralización en todas las circunstancias. La naturalización
adquirida de modo fraudulento y la naturalización conce-
dida de una manera que constituye una discriminación
por motivo de raza o de sexo son ejemplos de naturaliza-
ción que no puede reconocerse.

13. El artículo 6 trata de la doble nacionalidad, que el
Relator Especial considera un hecho de la vida interna-
cional, pero está de acuerdo en que la doble o múltiple
nacionalidad ha suscitado dificultades en lo referente a
las obligaciones militares y a la protección diplomática.
Pero en sus comentarios, en el párrafo 122, el Relator
Especial admite que los intentos hechos en la Confe-
rencia para la Codificación del Derecho Internacional,
celebrada en La Haya en 1930, así como por otros órga-
nos internacionales, para reducir o abolir la doble o múl-
tiple nacionalidad han fracasado. Como consecuencia, en
el Convenio de La Haya de 1930 se ha reconocido final-
mente que una persona con dos o más nacionalidades
podía ser considerada como nacional por cada uno de los
Estados cuya nacionalidad poseía. El principio de la
doble nacionalidad probablemente seguirá ganando terre-
no mientras que el derecho internacional lo reconozca, a
pesar de la prohibición expresa en muchas legislaciones
nacionales de poseer simultáneamente la nacionalidad de
otro Estado.

14. Según el párrafo 123 del informe del Relator
Especial, el peso de la autoridad parece apoyar la norma
propugnada en el artículo 6. Ahora bien, es importante
tener presente que, según el artículo 4 del Convenio de
La Haya de 1930, un Estado no puede conceder la protec-
ción diplomática a uno de sus nacionales contra otro
Estado cuya nacionalidad esa persona también posea. Al
proponer el artículo 6, el Relator Especial ha invertido la
norma del Convenio de La Haya de 1930 redactándola en
forma afirmativa en lugar de negativa. De esa manera, ha
introducido el principio de la nacionalidad efectiva en
cuanto solución. En otras palabras, cuando un Estado de
la nacionalidad ejerce la protección diplomática frente a
otro Estado de la nacionalidad, el tribunal debe aplicar el
criterio de la nacionalidad efectiva, lo que significa que
debe examinar las circunstancias de la reclamación y tra-
tar de averiguar con cuál Estado de la nacionalidad el
nacional perjudicado tiene un vínculo efectivo y auténtico.

15. ¿Por qué no se adopta el principio del artículo 4 del
Convenio de La Haya de 1930 en lugar del principio
invertido del artículo 6? Si la doble nacionalidad origina
conflictos y confusión en la práctica de los Estados, ¿por
qué la Comisión no intenta codificarlo con el fin de que
tenga mayor credibilidad? La adopción del artículo 4 del
Convenio de La Haya de 1930 sería una medida útil para
la reducción de los conflictos surgidos de la doble nacio-
nalidad con respecto de la protección diplomática.
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16. Sin embargo, podría aducirse con fundamento que
ese artículo está basado en el asunto Nottebohm así como
en la práctica de los Estados. Así pues, la Comisión
puede estimar que el proyecto de artículo 6 es aceptable.
Si así lo hace, el orador quisiera introducir algunas modi-
ficaciones de manera que su texto fuera el siguiente: «A
reserva de lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo 9, el
Estado de la nacionalidad podrá conceder protección
diplomática a un nacional perjudicado en un Estado del
cual también es nacional cuando su nacionalidad efectiva
sea la del primer Estado». Ese nuevo texto tiene la venta-
ja de evitar la utilización de las palabras «contra» y «en
favor de» así como la repetición de las expresiones
«nacional perjudicado», «persona perjudicada» y «perso-
na», y preferir la palabra «efectiva», que está más en con-
cordancia con el asunto Nottebohm que «dominante».
Las dos palabras son sinónimas, pero la expresión 
«vínculo efectivo y auténtico» es la que se usa en el 
asunto Nottebohm.

17. El orador sugiere que se redacte de nuevo el párra-
fo 1 del artículo 7 de manera que se eviten las palabras o
expresiones «en favor de», «contra un Estado» y «tam-
bién». Así el párrafo 1 diría lo siguiente: 

«Todo Estado del que sea nacional una persona que
tenga doble o múltiple nacionalidad podrá, de confor-
midad con el artículo 5, otorgar la protección diplomá-
tica a esa persona respecto de una reclamación por
daños proveniente de otro Estado del que no sea nacio-
nal.»

Se sustituye la frase «de conformidad con los criterios
enumerados» por la frase «de conformidad con el artícu-
lo 5» porque la enumeración de esos criterios no es
exhaustiva. Está de acuerdo con el Relator Especial en
que el principio de la nacionalidad efectiva o dominante
no es de aplicación cuando el Estado de la nacionalidad
quiere proteger a un nacional que tenga doble nacionali-
dad en otro Estado del que no sea nacional. Asimismo
está de acuerdo con la afirmación hecha en el párrafo 170
del informe de que la mejor manera de resolver el con-
flicto que plantea el requisito de un vínculo efectivo en
los casos de doble nacionalidad en los que intervengan
terceros Estados es pedir al Estado demandante única-
mente que demuestre que existe un vínculo de nacionali-
dad de buena fe entre él y la persona lesionada.

18. El párrafo 2 del artículo 7 permite a dos o más Es-
tados de la nacionalidad que ejerzan la protección diplo-
mática en favor de una persona que tenga doble o
múltiple nacionalidad. La reclamación de ese nacional
resultaría reforzada en el Estado demandado si dos o más
Estados de la nacionalidad respaldasen su reclamación
ejerciendo conjuntamente la protección diplomática en su
favor. Pero el párrafo 2 ya no sería aplicable si un Estado
declinase proceder de esa manera en el caso de una per-
sona con doble nacionalidad, y únicamente dos Estados
podrían ejercer la protección diplomática conjuntamente
cuando un tercer Estado de la nacionalidad se negase a
ello. El párrafo 2 podría volver a redactarse de la manera
siguiente: «De conformidad con el artículo 5, dos o más
Estados podrán ejercer conjuntamente la protección
diplomática respecto de una persona que tenga doble o
múltiple nacionalidad a los efectos de estos proyectos de
artículos». El orador ha evitado emplear la expresión «en

el sentido de», que le ha parecido inexacta, y también la
expresión «a favor de».

19. El Relator Especial tiene razón en decir que el artí-
culo 8 está en armonía con la evolución contemporánea
por lo que se refiere a la protección de los apátridas y los
refugiados. También debe ser acogido con beneplácito
como un paso adelante en el desarrollo progresivo del
derecho internacional. En caso de ser aprobado significa-
ría una inversión del principio, enunciado en el asunto
Dickson Car Wheel Company citado en el párrafo 175, de
que un Estado no infringe las leyes internacionales al
causar un daño a una persona carente de nacionalidad.
Ese fallo tan severo va en contra de las reglas y normas
internacionales y los principios de equidad en caso de
que se aplique a determinadas categorías de refugiados
políticos y apátridas. No hay razón para inquietarse por el
principio general establecido en el artículo porque no se
impone ninguna obligación. La palabra «podrá» implica
que el Estado dispone de un margen de elección en la
cuestión y puede examinar cada caso en cuanto a su
fondo. Sin embargo, el orador sugiere que las palabras
and/or sean sustituidas por la palabra or en el texto inglés
y que en lugar de «residente legal» el texto diga «residen-
te habitual». La palabra «legal» no añade nada y única-
mente complicaría la situación de las personas
interesadas. Deberían suprimirse las palabras entre cor-
chetes y sustituir el punto y coma por una coma. Por últi-
mo, no es partidario de la idea de dividir el artículo en 
dos partes, una en referencia a los refugiados y la otra a
los apátridas.

20. El Sr. LUKASHUK se refiere a una observación del
Sr. Al-Baharna relativa al alcance de los proyectos de
artículos y dice que en el artículo 1 se omite la importan-
te cuestión del alcance territorial. Presume que el daño a
la persona o propiedad de un nacional ocurre en el terri-
torio del Estado. Pero la persona o la propiedad podrían
en realidad encontrarse en el territorio de otro Estado. Por
lo tanto, debería incluirse un párrafo, análogo al que figu-
ra en el proyecto sobre responsabilidad de los Estados,
concerniente a la esfera de soberanía, jurisdicción o con-
trol del Estado. La referencia en el artículo 1 a un perjui-
cio «a la persona o a los bienes de un nacional» da la
impresión de que se trata de un daño físico. Sería más
exacto hablar de «un daño a los derechos de la persona o
a los derechos de propiedad de un nacional».

21. El Sr. Sreenivasa RAO dice que la documentación
presentada por el Relator Especial en los artículos 5 a 8
sienta las bases para una fructuosa labor tanto de codifi-
cación como de desarrollo progresivo del derecho inter-
nacional. Ha abarcado admirablemente todo el campo y
no ha tomado a mal que en ocasiones se hayan manifes-
tado juicios contrarios con vigor considerable.

22. En cuanto al artículo 5, recomienda que se omitan
cuestiones tales como el derecho de un Estado a conce-
der su nacionalidad, porque tienden a distraer la atención
de las cuestiones esenciales. La exposición de los requi-
sitos para la adquisición de la nacionalidad que figura en
el artículo 5 en comparación con el artículo 1 da la impre-
sión de que el derecho de un Estado a conceder su nacio-
nalidad se pone en tela de juicio y que los Estados no
están facultados para conceder su nacionalidad por cau-
sas distintas de la buena fe. Pero se trata esencialmente de



una cuestión de impugnabilidad más que de nacionali-
dad. Lo que importa es la finalidad con la que un Estado
ejerce su derecho al presentar una reclamación contra ter-
ceros Estados. Vistos desde ese ángulo, la cuestión de la
nacionalidad de buena fe, el asunto Nottebohm y otras
cuestiones cobran sentido. El asunto Nottebohm no con-
sistía en el derecho de un Estado a conceder su naciona-
lidad sino en el derecho de Liechtenstein a presentar una
reclamación contra Guatemala. A su juicio, el derecho
internacional no impone restricciones al derecho de los
Estados a conceder su nacionalidad, salvo tal vez los
indicados en el párrafo 100, es decir, los tratados en
materia de derechos humanos que anulan la legislación
en virtud de la cual se denegaría la concesión de la nacio-
nalidad a determinadas personas. Así, los párrafos 97, 98,
101 y 102 se refieren a la cuestión de la impugnabilidad
más que al derecho de un Estado a conceder su naciona-
lidad, que es virtualmente absoluto. La conclusión saca-
da en el párrafo 120 a la luz del asunto Nottebohm debe
modificarse en consecuencia.

23. El artículo 6 pretende solucionar los conflictos que
a veces surgen cuando un Estado de la nacionalidad hace
suya una reclamación contra otro Estado, cuestión que es
muy delicada. En la práctica, por ejemplo en el asunto del
Tribunal de Reclamaciones Irán-Estados Unidos, los con-
flictos se solucionaron sobre la base de un acuerdo y no
mediante la conciliación de principios paralelos de dere-
cho internacional. El orador está de acuerdo con el Sr.
Economides en que las personas de doble nacionalidad si
bien tienen determinadas ventajas en virtud de esa condi-
ción deben también estar dispuestas a aceptar que tal vez
se les nieguen determinados derechos extraordinarios. En
cualquier caso, los Estados son más pragmáticos que los
teóricos del derecho internacional. Sólo aceptarán fórmu-
las que coincidan con sus intereses en un particular con-
texto. Por lo tanto ha de tenerse cuidado en que la
singularidad de las consecuencias de la múltiple naciona-
lidad no quede reforzada. Siempre que sea posible, las
reclamaciones derivadas de esa condición deben tratarse
sobre la base de un acuerdo entre Estados. A falta de tal
acuerdo, podrían tal vez proponerse determinados princi-
pios mediante el desarrollo progresivo.

24. Debe suprimirse la palabra «también» en la frase
«del que no sea también nacional» del párrafo 1 del artí-
culo 7. En el párrafo 2 se reconoce el derecho de dos o
más Estados de la nacionalidad a patrocinar conjunta-
mente las reclamaciones, pero el Estado contra el cual se
presentan podría en algunos casos ser objeto de una pre-
sión indebida, especialmente por parte de Estados con
mayor influencia política o económica. No está seguro de
la medida en que esa conducta debe estimularse.

25. El artículo 8 constituye un importante intento de
desarrollo progresivo y ha planteado difíciles cuestiones
jurídicas. Se pregunta si no entran en juego normas pri-
marias cuando se abordan cuestiones relativas a apátridas
y refugiados. A ese respecto pide orientación a aquellos
de sus colegas que tienen mayor pericia en distinguir
entre normas primarias y secundarias.

26. El artículo 6 permite que el Estado de la nacionali-
dad ejerza la protección diplomática en favor de un
nacional perjudicado contra otro Estado del que la perso-
na perjudicada sea también un nacional, pero el artículo

8 otorga a los refugiados y los apátridas virtualmente el
mismo estatuto que a un nacional. Por lo tanto, no es
claro si el Estado receptor puede hacer reclamaciones en
favor de refugiados contra el Estado de su nacionalidad.
Ello podría originar importantes problemas prácticos.
Cuando los refugiados huyeron, normalmente dejaron
sus bienes tras sí en el Estado de la nacionalidad y
expuestos a ser confiscados. El Estado receptor normal-
mente se abstendrá de apoyar reclamaciones no sólo por
razones de conveniencia política sino también porque
podría perjudicar la causa de los propios refugiados. Por
otra parte, es poco frecuente que se planteen problemas
entre refugiados y terceros Estados y no es necesario ocu-
parse de ellos.

27. Cuando un Estado receptor se siente obligado por
consideraciones morales o prácticas a respaldar respecto
de terceros Estados las reclamaciones de personas que
viven en su territorio, dentro de la jurisdicción o bajo su
control, ello no debe considerarse que es un deber jurídi-
co sino una acción discrecional. Si el Estado receptor
procede prudentemente, actuará de acuerdo con los
demás Estados interesados. El orador está seguro de que
el Relator Especial no ha sugerido en ningún momento
que la concesión del estatuto de refugiado es el penúlti-
mo paso en el proceso de conceder un derecho de nacio-
nalidad. Ha indicado sencillamente que un Estado puede,
por razones humanitarias, apoyar determinadas reclama-
ciones de refugiados, colocándolos en un plano de igual-
dad con los nacionales porque no había nadie más que
quisiera ocuparse de su causa.

28. En conjunto, el artículo 8 se ocupa de cuestiones
relativas a los derechos humanos que deben pertinente-
mente tratarse sobre la base del consentimiento y en foros
internacionales como el ACNUR.

29. El Sr. KATEKA dice que está actualmente muy de
moda encomiar sin sinceridad los derechos humanos, el
imperio del derecho y la buena gobernanza. A quien deje
de hacerlo se le considera un reaccionario o un oponente
a los derechos humanos. La Comisión no debe estimar
que su obligación es seguir a la multitud en una cuestión
tan importante. El país receptor no tiene ninguna obliga-
ción jurídica de ejercer la protección diplomática. En la
mayoría de los casos, los Estados receptores de refugia-
dos son países en desarrollo sobre los que pesan otros
graves problemas y por ello no pueden, por razones prác-
ticas, ejercer la protección diplomática.

30. El Sr. GOCO dice que las anteriores observaciones
del Sr. Sreenivasa Rao acerca de la denegación de justi-
cia se referían a los refugiados y los apátridas en su país
de origen. Desde un punto de vista práctico, la protección
diplomática no es una institución eficaz en tales casos,
puesto que no está asegurado que el Estado de origen
muestre interés a ese respecto. En cuanto al artículo 6, no
comprende por qué el Estado de la nacionalidad quiera
ejercer la protección diplomática respecto de una perso-
na que sea nacional de otro Estado.

31. El Sr. KABATSI dice que se debe agradecer al Sr.
Sreenivasa Rao que haya planteado la cuestión del ejer-
cicio de la protección diplomática respecto de los apátri-
das o refugiados por parte del Estado receptor contra el
Estado de la nacionalidad. No quiere prestar su apoyo 
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al artículo 8 si sus disposiciones se ensanchan para 
abarcar los derechos de propiedad de los apátridas o los
refugiados en el país receptor. Tal interpretación del artí-
culo debe ser rechazada con firmeza y espera que el
Relator Especial incluya la aclaración pertinente en el
comentario.

32. El Sr. ECONOMIDES dice que debe felicitarse al
Sr. Sreenivasa Rao por haber señalado los puntos que los
artículos 6 y 8 tienen en común. Como ya ha dicho, tiene
dudas en otorgar al Estado de la nacionalidad el derecho
a ejercer la protección diplomática respecto de un nacio-
nal que es también nacional del otro país interesado. La
disposición contenida en el artículo 8, que va incluso más
lejos que el artículo 6, le parece que incluso suscita más
dudas. Debe quedar totalmente claro que un Estado
receptor puede ejercer la protección diplomática única-
mente cuando el estatuto de refugiado del individuo con-
siderado ha sido reconocido oficialmente. Esa es ya la
situación en la práctica y debe especificarse con claridad
en la ley.

33. El Sr. ROSENSTOCK dice que el punto que había
querido señalar acerca de los límites temporales del dere-
cho del Estado receptor a ejercer la protección diplomá-
tica respecto de apátridas o refugiados en su territorio ha
quedado comprendido en las observaciones del Sr.
Economides. En cuanto a los comentarios del Sr. Kateka
y otros miembros que han manifestado el temor de que la
disposición del artículo 8 imponga una carga adicional
sobre los países receptores, quiere subrayar que no es
cuestión de que los países receptores tengan la obligación
de ejercer la protección diplomática. Tienen sencillamen-
te la capacidad discrecional de hacerlo.

34. El Sr. SIMMA manifiesta que está de acuerdo.
Aunque comprende el punto de vista de los miembros
que han expresado el temor de que la opción ofrecida a
los Estados receptores pueda, en la práctica, convertirse
en una carga, estima sin embargo que no se debe privar a
los Estados de residencia del derecho a ejercer la protec-
ción diplomática respecto de los apátridas o refugiados
que se encuentren en su territorio. Ese derecho tal vez no
se ejerza con mucha frecuencia, pero no debe negarse por
ningún motivo. En cuanto a dividir el artículo 8 en dos
disposiciones separadas que traten respectivamente de
los apátridas y de los refugiados, es partidario de mante-
ner el texto del Relator Especial. Por lo que se refiere al
artículo 6, que también cuenta con su apoyo, el principio
que formula tiene una importancia suficiente para que no
sea objeto de regímenes o disposiciones bilaterales. Por
último, con referencia a las observaciones del Sr.
Sreenivasa Rao acerca del artículo 5, se pregunta si el
aspecto relativo a la impugnabilidad puede excluirse
totalmente de la cuestión objeto de consideración. En
cuanto a saber si la cuestión considerada es la impugna-
bilidad o la nulidad, es preciso decir algo a ese respecto,
pues se trata de una cuestión que ha desempeñado un
papel importante en el asunto Nottebohm, por ejemplo.
No está seguro de si el Sr. Sreenivasa Rao sugiere que ese
punto se excluya totalmente o que se le conceda una
importancia más limitada.

35. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO dice que, en vista
de la multitud de desplazados y refugiados existente en
todo el mundo, el artículo 8 es importante y debe mante-

nerse tanto si la disposición que contiene es una norma
primaria como una norma secundaria. El estatuto de refu-
giado está claramente definido en la Convención sobre el
estatuto de los refugiados y el Protocolo sobre el estatuto
de los refugiados, y la idea de extender la protección
diplomática a los apátridas y los refugiados es evidente-
mente pertinente. No estima que la concesión a los países
receptores del derecho a ejercer la protección diplomáti-
ca respecto de los apátridas o refugiados en su territorio
signifique un primer paso hacia la adquisición de la
nacionalidad, por lo que está de acuerdo con los miem-
bros que han subrayado que la disposición no impone una
obligación sino que simplemente ofrece un derecho o
facultad que los Estados receptores pueden ejercer dis-
crecionalmente. Aunque admite que esta facultad no sea
fácil de ejercer en la práctica, está convencido de que la
norma establecida en el artículo es importante y forma
parte del desarrollo progresivo del derecho internacional.

36. El Sr. HE dice que reconoce que el problema de la
protección de las personas lesionadas que sean apátridas
o refugiados es importante y debe solucionarse, pero se
pregunta si las instituciones adecuadas para ese fin no
son las organizaciones existentes en materia de derechos
humanos, el ACNUR y los organismos internacionales
establecidos en el marco de los tratados de derechos hu-
manos. Los países, especialmente los desarrollados, que
albergan a cientos de miles de refugiados pueden estimar
que el ejercicio de la protección diplomática respecto de
esas personas simplemente aumenta la carga que pesa
sobre ellos.

37. El Sr. SEPÚLVEDA se refiere a las observaciones
del Sr. Sreenivasa Rao sobre el artículo 5 y dice que no
está seguro de que las normas primarias deban excluirse
en todas las circunstancias. Además, debe abordarse la
cuestión de la denegación de justicia y el agotamiento de
los recursos internos, pues ambas cuestiones están indi-
solublemente unidas a la protección diplomática. En
cuanto al artículo 8 se inclina a insistir en que se establez-
ca un trato separado para los apátridas y los refugiados,
respectivamente. Por otra parte, la cuestión de la protec-
ción diplomática que un Estado podría o debería conce-
der a los refugiados frente al Estado de la nacionalidad u
origen debería especificarse con más detalle y vincularse
a las normas vigentes que rigen las reclamaciones contra
los Estados de origen. A ese respecto, recuerda que en
1981 y 1982 México había acogido a 50.000 refugiados
que huían del régimen político entonces existente en
Guatemala. En lugar de ejercer la protección diplomática
frente a Guatemala, una medida que se habría considera-
do contenciosa, el Gobierno de México había preferido
buscar una solución diplomática. Esa solución se pudo
encontrar finalmente y la mayoría de los refugiados han
vuelto ahora a su país. Debería hacerse mayor hincapié
en la manera en que los países que han de hacer frente a
una gran afluencia de refugiados pueden resolver el pro-
blema sin recurrir al ejercicio de la protección diplomáti-
ca. A esa cuestión alude brevemente el párrafo 184 del
informe.

38. El Sr. AL-BAHARNA señala que el artículo 8 ha
dado lugar a considerables diferencias de opinión y dice
que continúa siendo partidario del artículo, pero se pre-
gunta si no se podría encontrar un compromiso mediante
la modificación del principio de su texto de manera que



diga lo siguiente: «Sin perjuicio del artículo 5, un Estado
puede, en circunstancias excepcionales, ejercer la protec-
ción diplomática…». También podría ser necesaria la
adición de un segundo párrafo al artículo 5. Por lo que
respecta a la observación del Sr. Sreenivasa Rao de que
un Estado receptor podría ser reacio al ejercicio de la pro-
tección diplomática respecto de refugiados, llama la aten-
ción sobre la última parte del artículo 8, que dice:
«…siempre que el daño se haya causado después de que
esa persona pasara a ser residente legal del Estado
demandante». Podría ser útil que exista un artículo sepa-
rado sobre los refugiados, que en algunos casos han deja-
do su país de origen como consecuencia de un crimen de
genocidio, pero el orador señala la dificultad de distin-
guir entre refugiados que no tienen documentación para
probar su nacionalidad, por una parte, y los apátridas, por
otra parte.

39. El Sr. GALICKI dice que apoya la idea de dividir el
artículo 8 en dos partes, una referente a la cuestión rela-
tivamente fácil de los apátridas y la otra relativa al pro-
blema más espinoso de los refugiados. El artículo 8, en su
redacción actual, no resuelve el problema del posible
daño a los bienes de un refugiado después de que haya
abandonado su país de origen. El artículo 6, en caso de
aprobarse, debería también decir algo acerca de la posi-
bilidad de ejercer la protección diplomática respecto del
Estado de la nacionalidad de un refugiado. En relación
con ello, debe recordarse que existe una tendencia en el
derecho internacional contemporáneo a evitar situaciones
que entrañen la pérdida de la nacionalidad o, cuando es
posible, a eliminarlas. Por ejemplo, el Convenio europeo
sobre la nacionalidad contiene una disposición especial
que impone al Estado de residencia la obligación de faci-
litar la adquisición de su nacionalidad a los refugiados
(apartado g del párrafo 4 del artículo 6). Es el tipo de
solución que probablemente se busque en el futuro y la
Comisión no debería cerrar los ojos a posibilidades de
esa clase.

40. El Sr. SIMMA se refiere a la observación del Sr.
Sepúlveda acerca de la posible exclusión de la cuestión
de la denegación de justicia del tema que se examina y
dice que tiene la esperanza de que, en tal caso, la cuestión
del agotamiento de los recursos internos sea tratada sepa-
radamente. En cuanto a la cuestión de la protección de las
personas que huyan de un genocidio, que ha planteado el
Sr. Al-Baharna, el problema se situaba adecuadamente en
la conexión entre la protección diplomática y la respon-
sabilidad de los Estados, y tal vez podría examinarse más
detenidamente en relación con esta última cuestión. Por
último, en cuanto a la observación del Sr. He, el ACNUR
es sin duda el organismo que más directamente se ocupa
de los refugiados. Sin embargo, tiene entendido que no se
dedica a ejercer la protección diplomática en sentido téc-
nico sino que presta formas más directas de asistencia.

41. El Sr. LUKASHUK dice que está dispuesto a apo-
yar los principales elementos del artículo 8, pero con
algunas modificaciones. También está a favor de la pro-
puesta del Sr. Economides acerca de los derechos del
Estado de origen respecto de las personas que tienen 
vínculos étnicos, culturales o de otra clase con ese
Estado. Es probable que el problema cobre cada vez
mayor importancia con el transcurso del tiempo y es su

creencia que debe formularse una disposición adecuada
para incluirla en el proyecto.

42. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO dice que la cuestión
de los apátridas, que está regida por el criterio de la resi-
dencia legal, es totalmente diferente de la cuestión de los
refugiados, cuyo estatuto ha de concederse expresamen-
te. Las dos situaciones no son lo mismo y no deberían
incluirse juntas en un artículo. Está de acuerdo con el Sr.
Simma en que la labor del ACNUR no está en ningún
sentido relacionada con la protección diplomática.

43. El Sr. Sreenivasa RAO agradece a los miembros de
la Comisión las excelentes ideas que han formulado
sobre la base de su propia y modesta contribución. Se ha
referido al artículo 5 en el sentido de plantear esencial-
mente una cuestión de impugnabilidad en lugar de poner
en tela de juicio la validez de la nacionalidad, y el Sr.
Simma ha preguntado cuál es la diferencia. La impugna-
bilidad es un instrumento procesal que permite a los
Estados impedir que se presenten reclamaciones sin plan-
tearse la cuestión sustantiva de la validez del fundamen-
to de las mismas. No se trata de la base sobre la cual un
Estado puede otorgar su nacionalidad, lo cual indudable-
mente no forma parte de la cuestión. Lo que es preciso
determinar es, una vez concedida la nacionalidad, con
qué finalidad puede utilizarse en países extranjeros al tra-
tar con otros Estados.

44. El Sr. BAENA SOARES dice que, como otros
miembros han señalado, la redacción del artículo 5
podría mejorarse mediante la supresión de la última
frase, «por razón de lugar de nacimiento, nacionalidad de
los padres o naturalización de buena fe». La enumeración
de los modos de adquisición de la nacionalidad parece
simplemente complicar el texto. Una versión más conci-
sa se adaptaría mejor a la finalidad perseguida. Apoya la
propuesta de añadir las palabras «tenga o» antes de las
palabras «haya adquirido» y le parece aceptable la pro-
puesta del Sr. Hafner relativa a la última frase. El Estado
conserva el derecho de determinar la nacionalidad, aun-
que deba ejercerlo dentro de los límites fijados por las
normas del derecho internacional.

45. El artículo 6 se presta a controversia y su destino
final dependerá hasta cierto punto de la decisión que se
tome acerca del párrafo 4 del artículo 9. El orador es par-
tidario de conservar la idea expresada en el artículo 6,
siempre que el Comité de Redacción tenga en cuenta las
circunstancias sobre las que ha llamado la atención y
acepta la posibilidad de redactar de nuevo el artículo.

46. Encuentra dificultades con el párrafo 2 del artículo
7, que prevé la concesión conjunta de la protección diplo-
mática por dos o más Estados con los cuales la persona
considerada tiene vínculos de nacionalidad. El tema
merece una consideración más detenida a causa de las
cuestiones, con inclusión de problemas prácticos, que
puede plantear, y a causa de su interrelación con otras
disposiciones del proyecto. El artículo 8 constituye un
importante paso adelante en el desarrollo progresivo del
derecho internacional, según las preocupaciones de la
comunidad internacional, pero su eficacia y solidez se-
rían mayores si las situaciones contempladas se descri-
bieran con mayor detalle y el alcance del artículo se fijara
con mayor claridad. Deben tenerse presentes las realida-
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des, las circunstancias prácticas y los imperativos que
condicionan la aplicación de la disposición. Las dificul-
tades que ha señalado el Sr. Sreenivasa Rao también
deben tenerse en cuenta. Es preciso atender a la necesi-
dad de afinar la distinción entre apátridas y refugiados
haciendo más estricto el texto del artículo.

47. Por último, en el proyecto de artículos debería ha-
cerse una mención expresa de la necesidad de agotar los
recursos internos antes de que se ejerza la protección
diplomática. No considera que sea una duplicación inne-
cesaria el que el mismo principio se incorpore en el tra-
bajo de que se ocupa la Comisión acerca de otro tema. En
el proyecto debería establecerse explícitamente el princi-
pio de que una persona lesionada debe haber agotado los
recursos jurídico internos del Estado contra el cual tiene
una reclamación antes de recurrir a la protección diplo-
mática del Estado de la nacionalidad.

48. El Sr. ROSENSTOCK está de acuerdo con que el
agotamiento de los recursos internos es una parte esencial
de la cuestión, pero ello no debe interpretarse en el senti-
do de que, en todos los casos, no se pueda hacer nada
hasta que un procedimiento inútil haya quedado agotado:
el efecto del agotamiento de los recursos internos está de
por sí limitado a los casos en que no hay un procedimien-
to interno mediante el cual una injusticia pueda ser reme-
diada.

49. El Sr. ECONOMIDES está de acuerdo con el Sr.
Baena Soares y el Sr. Rosenstock en que el agotamiento
de los recursos internos es una parte esencial de la cues-
tión. Es indudable que hay excepciones al requisito de
que se agoten los recursos internos, con inclusión de
casos de denegación de la justicia, como ha señalado el
Sr. Sepúlveda. El Relator Especial ha dicho que la cues-
tión podría quedar comprendida en el tema de la respon-
sabilidad de los Estados y que otra solución sería que él
mismo se ocupara de ella. La cuestión reviste suficiente
importancia para que la Comisión necesite saber con
exactitud dónde y cuándo va a ser tratada.

50. El PRESIDENTE interviene como miembro de la
Comisión y dice que tiene dificultades conceptuales con
la referencia que se hace en el artículo 5 a la nacionalidad
adquirida «por razón de lugar de nacimiento, nacionali-
dad de los padres o naturalización de buena fe». En el
párrafo 102 de su informe, el Relator Especial ha decidi-
do el lugar de nacimiento como un caso de jus soli y la
nacionalidad de los padres como un caso de jus sangui-
nis. Ahora bien, la nacionalidad según el principio del jus
sanguinis también se otorga sobre la base del nacimiento
y al mismo tiempo que éste tiene lugar. Así pues, debe
entenderse que el nacimiento abarca tanto el jus soli
como el jus sanguinis.

51. En el artículo 6 prefiere el término «dominante» al
término «efectiva», porque entraña la noción de prioridad
respecto de otras. Deben examinarse con mayor deteni-
miento los casos en que una persona lesionada utiliza las
ventajas de la nacionalidad del Estado autor de la lesión
y en que esa utilización reviste importancia para la lesión
sufrida. Está de acuerdo en que el concepto de nacionali-
dad dominante puede también desempeñar un papel en
relación con el artículo 7. En cualquier caso, los artículos
6 y 7 deben examinarse conjuntamente para tener la

seguridad de que abarcan todos los casos de múltiple
nacionalidad.

52. En cuanto al artículo 8, la protección diplomática se
limitaba tradicionalmente a los nacionales y se estimaba
que la nacionalidad era un fuerte vínculo entre el Estado
y el individuo. En tiempos recientes y en casos especia-
les, otros factores como la residencia habitual han creado
vínculos mucho más fuertes que la nacionalidad. El 
debate sobre los refugiados ha puesto de manifiesto la
compleja naturaleza de la cuestión. La existencia de refu-
giados se ha debido a los conflictos políticos y cada caso
presenta características especiales. No es seguro que una
regla general abarque las situaciones políticas anormales.

53. Una de esas anormalidades políticas es el caso de
los 800.000 coreanos que están ahora en el Japón. En
1910 el Japón anexionó Corea y dio la nacionalidad japo-
nesa a todos los habitantes3. En la Declaración de El
Cairo de 19434, los dirigentes de Gran Bretaña, China y
los Estados Unidos manifestaron que las tres grandes Po-
tencias, conscientes de la esclavitud del pueblo de Corea,
estaban decididas a que en el debido momento Corea
fuera un país libre e independiente. Cuando las fuerzas
aliadas ocuparon el Japón en 1945, ese principio se apli-
có y, como resultado, la totalidad de los 2,5 millones de
residentes en el Japón de origen coreano perdieron la
nacionalidad japonesa. Tres cuartas partes de ellos opta-
ron por volver a Corea pero el resto permaneció en el
Japón por carecer de medios de subsistencia en la penín-
sula de Corea.

54. Como el Japón aplicaba la norma del jus sanguinis,
en el país había seis generaciones de coreanos que no
tenían la nacionalidad japonesa. Técnicamente, los dos
gobiernos de la península coreana pretendieron que eran
sus nacionales. Como no tenían pasaportes, viajaban al
extranjero con un documento de viaje japonés que garan-
tizaba su vuelta al país. El Japón les facilitaba una asis-
tencia consular en caso de necesidad. ¿Habría tenido el
Japón el derecho de ejercer protección diplomática en
favor de ellos contra un tercer Estado?

55. A juicio del orador, la cuestión no podía ser resuel-
ta mediante una regla general tal como la que estaba ela-
borando la Comisión. La solución tenía que ser la
normalización política de la situación en la península de
Corea. Así pues, si bien debe resolverse la cuestión de la
protección diplomática de los refugiados, no está seguro
de que una regla general a tal respecto sea el modo ade-
cuado de hacerlo.

56. El Sr. DUGARD (Relator Especial) resume el deba-
te y dice que la cuestión de si la denegación de justicia
debe incluirse en el estudio puede examinarse en consul-
tas informales. Está totalmente de acuerdo en que el ago-
tamiento de los recursos internos es una cuestión que
debe tratarse junto con el examen de la protección diplo-
mática, aun cuando también sea considerada dentro del
tema de la responsabilidad de los Estados.

3 Véase el Tratado de anexión por el Gobierno Imperial del Japón,
de 22 de agosto de 1910.

4 Estados Unidos, Departamento de Estado, ADecade of American
Foreign Policy: 1941-1949, Basic Documents (Washington D.C.,
United States Government Printing Office, 1950), pág. 20.



57. Por lo que respecta al artículo 5, el Sr. Kusuma-
Atmadja ha señalado acertadamente que es la protección
diplomática, y no la adquisición de la nacionalidad, lo
que constituye el objeto del estudio de la Comisión. Tal
vez en el artículo 5 no se haga esa distinción con sufi-
ciente claridad. El Sr. Simma ha dicho con razón que la
cuestión real es si un Estado de la nacionalidad pierde el
derecho a proteger a una persona cuando ésta resida habi-
tualmente en otro país; en otras palabras, de lo que se
trata es de la recusación del derecho de un Estado a pro-
teger a un nacional, no de las circunstancias en que un
Estado puede conceder su nacionalidad. Como el Sr.
Sreenivasa Rao ha señalado, la impugnabilidad entra en
juego y ello debe resolverse en una nueva redacción del
artículo. El Sr. Gaja y el Sr. Kamto han hecho acertadas
propuestas acerca de los textos que permitirán suprimir
en los artículos las referencias al lugar de nacimiento, la
nacionalidad de los padres y la naturalización. Se han
opuesto objeciones a la utilización de la expresión «mala
fe» y ello también es una cuestión de redacción.

58. El Sr. Brownlie ha hecho una crítica más sustancial
del artículo 5, diciendo que reflejaba un mundo burgués
al ignorar el hecho de que mucha gente carecía de docu-
mentos de identidad o pasaportes y únicamente la resi-
dencia ocasional o habitual les permitía conectar con un
determinado país. Evidentemente eso es cierto, pero en
tal caso con toda seguridad si un Estado quisiera ejercer
la protección diplomática en favor de una persona que
residiese en su territorio de manera habitual, podría con-
cederle la nacionalidad. Todas las personas tienen la posi-
bilidad de conseguir la nacionalidad si pueden probar al
Estado de la nacionalidad que habitualmente residen en
él. Así pues, aunque se han hecho muchas sugerencias
sobre la manera de mejorar el artículo 5, en ninguna se ha
puesto en tela de juicio la necesidad de esa disposición.
Nadie ha sugerido que la regla dimanante del asunto
Nottebohm tenga un carácter absoluto y deba codificarse.
Por lo tanto, cree que el artículo puede remitirse perfec-
tamente al Comité de Redacción.

59. El artículo 6 presenta grandes dificultades y ha
dado lugar a una clara división de opiniones. Está de
acuerdo en que sería más apropiado colocarlo después
del artículo 7. Pero no considera, a diferencia de algunos
miembros, que se trata de un caso claro de desarrollo pro-
gresivo del derecho internacional. Se enfrentan dos pun-
tos de vista, ambos respaldados por personas de gran
autoridad, y corresponde a la Comisión elegir entre los
principios que compiten. El Sr. Momtaz ha hecho un
firme alegato a favor del principio de no responsabilidad
por parte del Estado demandado. Por otro lado, el Sr.
Sepúlveda ha señalado con convicción que muchos
Estados no permiten a un nacional perder su nacionalidad
o renunciar a ella. Pueden así existir casos en que una
persona haya roto todos los lazos con el Estado de la
nacionalidad original y adquirido la nacionalidad de otro
Estado pero sin embargo siga formalmente ligado por un
vínculo de nacionalidad con el Estado de origen. Ello sig-
nificaría que, si el Estado de origen lesionase a esa per-
sona, el segundo Estado de la nacionalidad no podría
prestarle protección. Con toda claridad el proyecto debe
contener una disposición que abarque la sustancia del
artículo 6. Sin embargo, como los puntos de vista son tan
opuestos y parece poco probable que la división pueda

eliminarse en el Comité de Redacción, el orador propone
que el artículo 6 se examine en consultas informales.

60. El artículo 7 cuenta con un amplio apoyo, se han
formulado algunas acertadas sugerencias sobre su redac-
ción y el principio enunciado en el artículo no ha sido
seriamente puesto en tela de juicio. Por lo tanto, propone
que se le remita al Comité de Redacción.

61. El artículo 8 constituye con toda evidencia un paso
adelante en el desarrollo progresivo del derecho interna-
cional y una mayoría abrumadora de los miembros ha
manifestado que lo apoyan. Las objeciones opuestas no
están realmente bien fundadas. En primer lugar, el Estado
se reserva indudablemente el derecho a ejercer la protec-
ción diplomática con plena discreción a ese respecto. En
segundo lugar, no ha habido ninguna sugerencia de que el
Estado en el que la persona haya obtenido asilo pueda
entablar una acción contra el Estado de origen. Ello se
indica con plena claridad en los párrafos 183 y 184 del
informe, aunque tal vez podría indicarse con mayor cla-
ridad en el propio artículo. En tercer lugar, no es proba-
ble que se quebrante la disposición: los apátridas y los
refugiados que residan en un particular Estado no es pro-
bable que viajen al extranjero con frecuencia, pues el
Estado de residencia tendría que facilitarles documentos
de viaje, algo que en la práctica no es frecuente. Sola-
mente respecto de una persona que utilice esos documen-
tos y sea objeto de una lesión en un tercer Estado distinto
del Estado de origen podría ejercerse la protección diplo-
mática. El Sr. Kabatsi ha señalado ese punto con el ejem-
plo que ha dado. Se han formulado varias sugerencias
acerca del mejoramiento del artículo, incluso la de divi-
dirlo en una parte dedicada a los apátridas y otra a los
refugiados. Esas cuestiones se tratarán mejor en el
Comité de Redacción y propone que a él se remita el 
artículo.

62. En conjunto, los artículos 5, 7 y 8 pueden remitirse
al Comité de Redacción, pero sólo si, después de exami-
nar el informe sobre las consultas informales acerca de
los artículos 1 a 3, la Comisión lo decide así. Por otra
parte, el artículo 6 debe examinarse en consultas infor-
males.

63. El PRESIDENTE anuncia que la Comisión ha ter-
minado el debate sobre los artículos 5 a 8. Dice que, de
no haber objeciones, entenderá que la Comisión desea,
como ha recomendado el Relator Especial, examinar el
artículo 6 en consultas informales y puede tomarse una
decisión definitiva sobre la remisión de los restantes
artículos al Comité de Redacción después de que se dis-
ponga del informe sobre las consultas informales relati-
vas a los artículos 1 a 3.

Así queda acordado.

Se levanta la sesión a las 13.00 horas.
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2628.ª SESIÓN

Viernes 26 de mayo de 2000, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Chusei YAMADA

Miembros presentes: Sr. Al-Baharna, Sr. Baena Soares,
Sr. Candioti, Sr. Dugard, Sr. Economides, Sr. Gaja, 
Sr. Galicki, Sr. Goco, Sr. Hafner, Sr. He, Sr. Herdocia
Sacasa, Sr. Kabatsi, Sr. Kateka, Sr. Kusuma-Atmadja, 
Sr. Lukashuk, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr. Sreenivasa
Rao, Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosenstock, Sr. Sepúl-
veda, Sr. Simma, Sr. Tomka.

Responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho
internacional (prevención de daños transfronteri-
zos causados por actividades peligrosas)1 (A/CN.4/
504, secc. D, A/CN.4/5092, A/CN.4/5103)

[Tema 4 del programa]

INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO

1. El PRESIDENTE invita al Presidente del Grupo de
Trabajo sobre la responsabilidad internacional por las
consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el
derecho internacional (prevención de daños transfronteri-
zos causados por actividades peligrosas) a informar sobre
la labor de ese Grupo de Trabajo.

2. El Sr. Sreenivasa RAO (Presidente del Grupo de
Trabajo) dice que para comprender mejor en qué ha con-
sistido la labor del Grupo de Trabajo conviene recordar
brevemente cuáles han sido desde el 49.º período de
sesiones de la Comisión, en 1997, las principales etapas
del examen del tema de la responsabilidad internacional
por las consecuencias perjudiciales de actos no prohibi-
dos por el derecho internacional. En ese período de sesio-
nes, la Comisión adoptó la decisión de concentrarse ante
todo sobre la cuestión de la prevención en el marco del
subtítulo «Prevención de daños transfronterizos causados
por actividades peligrosas»4 y nombró al Sr. Sreenivasa
Rao Relator Especial para esta parte del tema. En el 50.º
período de sesiones, en 1998, el Relator Especial presen-
tó un primer informe sobre la prevención de daños trans-
fronterizos causados por actividades peligrosas5, así
como una serie de 17 proyectos de artículos para una fu-
tura convención sobre la prevención del daño transfron-
terizo sensible. En esos proyectos de artículos que la CDI
ha aprobado en primera lectura y ha remitido a la

Asamblea General para su examen por parte de la Sexta
Comisión al final del 50.º período de sesiones, el Relator
Especial ha procurado circunscribir el tema.

3. El artículo 1 (Actividades a las que se aplican los
presentes proyectos de artículo) prevé que las actividades
a que se refiere la futura convención entrañan el riesgo de
causar un daño transfronterizo sensible. Esas actividades
no son solamente, como se había pensado inicialmente,
actividades que se puede calificar de «ultrapeligrosas»,
por ejemplo las actividades nucleares, sino todas las acti-
vidades que pueden causar un daño sensible por sus con-
secuencias sobre la población, los bienes, el entorno, etc.,
lo que amplía algo la esfera de aplicación del proyecto de
convención.

4. Pero en cambio se ha decidido dejar de lado cierto
número de esferas que hasta el momento se habían con-
siderado comprendidas en el marco del tema. No queda-
rán dentro del alcance de la convención las actividades
que causan daños al patrimonio común de la humanidad
(global commons), es decir, recursos o regiones geográfi-
cas que no pertenecen a la jurisdicción exclusiva de un
Estado determinado. También se han excluido de la apli-
cación de la futura convención las actividades causantes
de un daño que no es sensible a corto plazo y que no
puede atribuirse a una causa bien definida (tal es el caso
de las contaminaciones de diversos orígenes que tienen a
largo plazo efectos acumulativos perjudiciales).

5. La CDI y la Sexta Comisión han aprobado ese enfo-
que, pero han subrayado que no debía interpretarse como
una falta de interés por las cuestiones mencionadas, que
podrían examinarse después en otros contextos.

6. Después de delimitar claramente el alcance del tema,
se ha planteado la cuestión de saber si es conveniente
incluir, en el proyecto de artículos, una lista de las activi-
dades tomadas en consideración. Esa cuestión ya la había
examinado el Grupo de Trabajo establecido en el 49.º
período de sesiones que llegó a la conclusión de que,
teniendo en cuenta la evolución de la técnica, no era posi-
ble elaborar una lista de esa clase. Además, se estimó que
esa «cristalización» no era útil ni conveniente en una
convención-marco. Así pues, se juzgó finalmente preferi-
ble dejar a los Estados partes en la futura convención el
cuidado de decidir ellos mismos cuáles eran las activida-
des a las que se aplicarían las reglas, solución que el Sr.
Sreenivasa Rao aprueba totalmente.

7. ¿Es preciso igualmente definir en el proyecto lo que
se entiende por «un riesgo transfronterizo sensible»? No
existe en la doctrina ninguna definición satisfactoria de
ese concepto. En el contexto de los usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción, se había considerado que un riesgo significativo es
un riesgo que no es insignificante o de minimus y que
puede ser apreciable o detectarse o determinarse median-
te criterios o parámetros comunes. Es indudable que era
posible prever, en el contexto de la futura convención
sobre la prevención de los daños transfronterizos sensi-
bles, que se fijara un «nivel de riesgo» admisible o tole-
rable, por ejemplo por una organización internacional
apropiada o mediante negociación, pero teniendo en
cuenta la incertidumbre que rodea a esta cuestión, se ha

1 Véase el texto de los proyectos de artículos aprobados provisio-
nalmente por la Comisión en primera lectura en Anuario... 1998, vol.
II (segunda parte), párr. 55.

2 Reproducido en Anuario... 2000, vol. II (primera parte).
3 Ibíd.
4 Anuario... 1997, vol. II (segunda parte), párr. 168.
5 Anuario... 1998, vol. II (primera parte), doc. A/CN.4/487 y Add.1.


